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 JAIME ALBERTO ZARAZA NARANJO
Temas:


ACTAS DE ASAMBLEA GENERAL DE PROPIETARIOS NO ESTÁN VICIADAS DE “NULIDAD DE ASAMBLEA”. “[L]a interpretación que el juzgado le dio al artículo 41 de la Ley 675 de 2001, en el sentido de que entre la primera y segunda convocatoria para la asamblea ordinaria debe existir un margen legal de 3 días, es equivocado, pues de la revisión detenida de la norma no surge ese plazo con tanta exégesis como plantea el fallo. En realidad, la norma dispone de manera puntual que frustrada una primera convocatoria de la asamblea general por falta de quorum, se procederá a citar una nueva que deberá llevarse a cabo el tercer día hábil siguiente, en eso no existe reparo alguno. Sin embargo, se pasó por alto que a renglón seguido la misma disposición agrega que esto es sin perjuicio de lo que disponga el reglamento de propiedad horizontal, lo cual se traduce en que se deben verificar las pautas trazadas por los estatutos, con el fin de establecer la forma en que se debe proceder, como la ley autoriza hacerlo. En otras palabras, cuando la primera convocatoria fracasa, es viable acudir tanto a la norma legal, como a los reglamentos de la propiedad, con el fin de proceder a señalar nueva fecha para realizar la reunión respectiva. la Administradora del centro comercial “Fiducentro” citó a la asamblea general de propietarios para el día 13 de marzo de 2013, con la advertencia de que, en caso de no existir quórum, se realizaría una segunda convocatoria para el jueves 14 siguiente, decisión que se encuentra conforme a las pautas trazadas por el reglamento, lo que demuestra que la citación a la segunda convocatoria, contrario a lo decidido por la jueza de instancia y a lo alegado por la parte demandante, sí estuvo conforme a lo señalado por el artículo 41 de la citada Ley 675 de 2001. No es de recibo afirmar, entonces, que como la ley fija un término de 3 días para la segunda convocatoria, se trata de un mínimo imposible de reducir por los reglamentos, como lo argumentó la funcionaria; lo que hace la ley, es suplir la voluntad comunitaria, cuando ella no emerge del reglamento de copropiedad. Por el contrario, si existe una cláusula ese tipo, a ella se puede estar, aun cuando sea inferior a los tres días aludidos. Por tanto, la Sala no halla estructurada la nulidad que detectó el Juzgado por este específico aspecto, si bien la convocatoria a la asamblea que aquí se reprocha, se ajustó a los parámetros convencionales. (…) Así las cosas, en vista de que la asamblea general de propietarios del año 2013 de Centro Comercial “Fiducentro”, fue convocada conforme a las pautas legales y reglamentarias de la propiedad horizontal, y los poderes allegados para representar a algunos propietarios fueron debidamente suscritos por las personas encargadas para ello sin ninguna irregularidad en su contenido, se declarará probada la excepción de “inexistencia de la causal invocada para incoar la acción de “nulidad de asamblea”, y, como consecuencia, se revocará la sentencia para, en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.”.  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero veintidós de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-31-03-005-2013-00170-01
Acta Nº 84 de febrero 22 de 2017
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta localidad el 3 de diciembre de 2014, en este proceso abreviado (de impugnación de actas de asamblea) iniciado por José Derian Romero Piedrahíta frenta al Centro Comercial y Cultural de Pereira – Fiducentro PH. 
ANTECEDENTES

Pidió el demandante que se declarara la nulidad de la asamblea ordinaria de propietarios del Centro Comercial y Cultural de Pereira -Fiducentro PH-, realizada su primera convocatoria el 13 de marzo de 2013 y la segunda el 14 de ese mismo mes, y se ordenara la realización de una nueva sin participación del actual Consejo Directivo en el nuevo órgano. 

Señaló en la demanda que la administradora del Centro Comercial convocó el 20 de febrero de 2013 a la asamblea ordinaria de propietarios, a realizarse el 13 de marzo a las 7 p.m.; se advirtió allí que en caso de no haber quorum se realizaría la segunda convocatoria el 14 de marzo de 2013 a las 7 p.m., según lo autorizaban los estatutos, pero sin tener presente que el artículo 41 de la Ley 675 de 2001, al que debían ajustarse estas entidades, señaló que la segunda convocatoria se haría al tercer día hábil siguiente a la convocatoria inicial, lo que torna nula esa citación. Adicionalmente, el artículo 69 del reglamento de propiedad horizontal, contenido en la escritora pública No. 2430 de 1986, establece que los miembros de la junta y la administradora tienen restricción para representar mediante poder a propietarios en la asamblea general ordinaria, y en esa asamblea Mario Hernán Robledo Herrera, miembro del Consejo Directivo saliente y actual, recibió poderes de varios copropietarios. 

Por último, varios de los poderes conferidos presentan inconsistencias, enmendaduras y falsedades que también invalidan la asamblea. 

Admitida finalmente la demanda como una impugnación de actos de asamblea (no como nulidad de la asamblea -f. 177, c. -), se corrió traslado a la propiedad horizontal que, por medio de apoderado, aludió a los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones que denominó inexistencia de la causa invocada para incoar la nulidad e inexistencia de la acción impetrada. 

Surtido el traslado de las mismas, se decretaron y practicaron las pruebas pedidas; luego se corrió traslado para alegar de conclusión, durante el cual las partes ratificaron sus posiciones. Sobrevino el fallo, que declaró nulas las actuaciones llevadas a cabo por la asamblea ordinaria de propietarios celebrada el 14 de marzo de 2013 y ordenó que se convocara a una nueva, con apego a lo previsto en la Ley 675 de 2001; como consecuencia de ello, negó las demás pretensiones, declaró infundadas las excepciones y condenó en costas a la propiedad horizontal. 

Para llegar a esa conclusión dijo, con apoyo en la doctrina, que de los reglamentos antiguos de las propiedades horizontales, solo puede subsistir, a la luz de la Ley 675 de 2001, aquello que tenga que ver con la parte convencional, contractual y patrimonial, pero no las normas de orden público, como el artículo 41 de la citada ley, que es con fundamento en la cual se debió realizar la segunda convocatoria. 
Apeló la afectada que insistió en que el mismo artículo 41 que le sirvió de apoyo al juzgado, dejó a salvo lo que regulen los estatutos. Adicionalmente señala que ya se realizó la asamblea general de propietarios del año 2015, con lo cual carece de objeto la condena, pues en ella hubo cambio de los miembros del Consejo de Administración. La entidad demandada no se pronunció y ahora es oportuno resolver lo pertinente, previas estas:
   



CONSIDERACIONES

1. Ningún reparo cabe en relación con los presupuestos necesarios para el desenvolvimiento adecuado del proceso; como tampoco se advierte la incursión en causales de nulidad que puedan dar al traste con lo actuado. 
2. La legitimación en la causa tampoco admite discusión, pues por activa se tiene que de conformidad con lo que establece el artículo 49 de la Ley 675 de 2001, la facultad de impugnar las decisiones de la asamblea general de propietarios de bienes privados, cuando no se ajusten a las prescripciones legales o al reglamento de la propiedad horizontal, recae en “el administrador, el Revisor Fiscal y los propietarios de bienes privados” y en el caso del señor José Derian Romero Piedrahíta, es propietario de una unidad comercial localizada en el Centro Comercial “Fiducentro” nivel cero loc. E116, según aparece en el certificado de tradición aportado (folios 12 a 14 del cuaderno principal, tomo I); y por pasiva está la propiedad horizontal “Centro Comercial Fiducentro” cuyas decisiones en  asamblea general de propietarios del 14 de marzo de 2013 se controvierten.
3. Corresponde entonces definir si la asamblea general de propietarios del centro comercial “Fiducentro” del año 2013 fue efectuada conforme a las pautas legales, concretamente i) en lo que tiene que ver con la segunda convocatoria, que la juez declaró contraria a las normas especiales que regulan el asunto y con base en esto decretó la nulidad del acto; y ii) en lo relacionado con los poderes que se le otorgaron a un miembro de la junta directiva de los que se afirma que presentan inconsistencias y según el reglamento de propiedad horizontal está impedido para llevar la representaciónhacerlo.

4. Preciso es señalar, en cuanto al primer punto de inconformidad, que la interpretación que el juzgado le dio al artículo 41 de la Ley 675 de 2001, en el sentido de que entre la primera y segunda convocatoria para la asamblea ordinaria debe existir un margen legal de 3 días, es equivocado, pues de la revisión detenida de la norma no surge ese plazo con tanta exégesis como plantea el fallo.
Ciertamente, la norma prevé:

“Si convocada la asamblea general de propietarios, no puede sesionar por falta de quórum, se convocará a una nueva reunión que se realizará el tercer día hábil siguiente al de la convocatoria inicial, a las ocho pasado meridiano (8:00 p.m.), sin perjuicio de lo dispuesto en el reglamento de propiedad horizontal, la cual sesionará y decidirá válidamente con un número plural de propietarios, cualquiera que sea el porcentaje de coeficiente representados. En todo caso, en la convocatoria prevista en el artículo anterior deberá dejarse constancia de lo establecido en el presente artículo.”
En realidad, la norma dispone de manera puntual que frustrada una primera convocatoria de la asamblea general por falta de quorum, se procederá a citar una nueva que deberá llevarse a cabo el tercer día hábil siguiente, en eso no existe reparo alguno. Sin embargo, se pasó por alto que a renglón seguido la misma disposición agrega que esto es sin perjuicio de lo que disponga el reglamento de propiedad horizontal, lo cual se traduce en que se deben verificar las pautas trazadas por los estatutos, con el fin de establecer la forma en que se debe proceder, como la ley autoriza hacerlo.
En otras palabras, cuando la primera convocatoria fracasa, es viable acudir tanto a la norma legal, como a los reglamentos de la propiedad, con el fin de proceder a señalar nueva fecha para realizar la reunión respectiva. 
Al respecto, la doctrina ha señalado que: 

Si una asamblea ordinaria o extraordinaria no sesiona por falta de quórum, la ley permite la citación o convocatoria para una nueva reunión a celebrase el tercer día hábil siguiente al de la convocatoria inicial a las 8:00 p.m. sin perjuicio de lo dispuesto en el reglamento. Como la ley, en ausencia de disposición estatutaria, fija un día hábil exacto para la nueva reunión, involucra con ello el polémico tema de definir cuáles son los días hábiles o no en la propiedad horizontal, tema que podría quedar resuelto en los estatutos si estos acogieran el criterio de día solar o calendario o resolvieran el asunto con la acostumbrada hora después en la misma fecha. Si la asamblea general se realiza un viernes y el sábado o domingo está cerrada la oficina de la administración que funciona dentro del mismo edificio, el día de cierre será hábil o inhábil?. Por ello los reglamentos están llamados a definir el asunto en forma concreta y no dejar que la ley hable por ellos y les involucre un criterio polémico.
La ley en cierta forma avaló el criterio existente en los reglamentos en vigencia de las leyes anteriores de permitir la reunión en la misma fecha una hora después de terminada la reunión ausente de quórum legal. Se reconoce que los propietarios cumplidos y la administración han realizado un esfuerzo operativo para definir los asuntos de orden común que no necesitan de un aplazamiento prolongado, caso este último establecido para dar gusto a quienes no quisieron participar, a pesar de que tenían todos los instrumentos legales para hacerlo.”
 

En este caso, se tiene que el reglamento de la propiedad horizontal “Fiducentro” centro comercial (escritura 2430 de 1986) en su artículo 73 prevé que:
Habrá quórum en la ASAMBLEA con la concurrencia de personas que representen por lo menos el 51% de los derechos en que se considere dividido el edificio para los efectos del voto, de acuerdo con los coeficientes de copropiedad. Si por falta de quórum no pudiere sesionar la ASAMBLEA en la fecha y hora indicadas en la convocatoria, se convocará a una nueva sesión para el día siguiente hábil, a la misma hora, constituyendo en esta, quórum suficiente cualquier número plural de personas que representen derechos en el edificio.” (Ver folio 55 vto. C. ppal. Tomo I)
Con base en esta cláusula, la Administradora del centro comercial “Fiducentro” citó a la asamblea general de propietarios para el día 13 de marzo de 2013, con la advertencia de que, en caso de no existir quórum, se realizaría una segunda convocatoria para el jueves 14 siguiente, decisión que se encuentra conforme a las pautas trazadas por el reglamento, lo que demuestra que la citación a la segunda convocatoria, contrario a lo decidido por la jueza de instancia y a lo alegado por la parte demandante, sí estuvo conforme a lo señalado por el artículo 41 de la citada Ley 675 de 2001. 

No es de recibo afirmar, entonces, que como la ley fija un término de 3 días para la segunda convocatoria, se trata de un mínimo imposible de reducir por los reglamentos, como lo argumentó la funcionaria; lo que hace la ley, es suplir la voluntad comunitaria, cuando ella no emerge del reglamento de copropiedad. Por el contrario, si existe una cláusula ese tipo, a ella se puede estar, aun cuando sea inferior a los tres días aludidos. 
5. Por tanto, la Sala no halla estructurada la nulidad que detectó el Juzgado por este específico aspecto, si bien la convocatoria a la asamblea que aquí se reprocha, se ajustó a los parámetros convencionales. 
6. El otro tema en discusión tiene que ver con los poderes, al decir del demandante, irregularmente otorgados.
En lo que tiene que ver con el argumento de que el poder fue otorgado a un miembro de la junta directiva de la propiedad horizontal demandada, baste decir que es contrario a la realidad que muestra el expediente, pues del material probatorio que obra en el plenario se tiene que los poderes fueron dirigidos a Mario Hernán Robledo Álvarez, así se observa a folios 150, 159 y 161 del cuaderno principal tomo I, pues el acta de asistentes lo firma el señor “Mario Robledo A.” y en los  mismos poderes que aceptó, visibles a folios 171 a 175 ib. Él es un propietario que no hace parte de las directivas, lo que ocurre es que el demandante en su libelo lo confunde con el señor Mario Hernán Robledo Herrera que sí integra la junta, pero que actuó a nombre propio, sin representar a ningún copropietario (f. 143, c. 1, Tomo I).

Ahora, en lo referente a que algunos de los poderes que se otorgaron para participar en la asamblea en representación de varios propietarios presentan una serie de inconsistencias insalvables que hacen que el acta este afectada de nulidad, lo cierto es que se trata de simples irregularidades que no afectan el mandato otorgado, sin pasar por alto que cada poder se revisó por personas idóneas y se le dio el visto bueno antes de la asamblea.
Así lo expresa el señor Humberto Izquierdo García, asesor externo, quien señaló que su función el día de la asamblea fue “… la de revisar los poderes para el ingreso a las mismas, dicha función consistió en: las personas que traían poder, se les verificaba exigiéndosele la presentación de la cédula de ciudadanía, esto en cuanto a las personas naturales, y en cuanto a las personas jurídicas, fuera de la presentación del poder para su representación, lógicamente exigía la presentación del certificado de existencia y representación, según los casos, y la revisión de los poderes los revisaba colocándoles un chulo y creo que le colocaba un OK….” (fl. 3, c. 4).
Es decir, que los poderes que se dicen alterados o mal otorgados, fueron debidamente examinados con los requerimientos legales,  previo cotejo con los registros que aparecen en la propiedad horizontal, teniendo en cuenta que se les envió la citación a las personas que figuraban como propietarios.
Al revisar uno por uno de los que se dicen alterados, se tiene:  
Del que obra a folio 88 del cuaderno principal tomo I, la enmendadura que presenta, fácilmente se advierte que obedece a un involuntario error, pues en el espacio del poderdante se había incluido el nombre de la apoderada, mas fue suscrito por José Alonso Moreno Mora, quien dejó constancia de su cédula de ciudadanía e insertó el sello que corresponde a la empresa que representa. Así fue ratificado por la misma mandataria, señora Diana Paola Moreno Mora, que en su testimonio (fls. 1 y 2, c. 4) indicó que “Sí yo me equivoque, donde dice yo, debería ir el nombre de José Alonso Moreno Mora, pero yo me equivoqué y coloqué mi nombre, Diana Paola Moreno Mora, por lo tanto, taché mi nombre y arriba de la tachadura puse el nombre de José Alonso Moreno Mora.”, lo que da a entender que fue un simple error que, como se indicó, en nada afecta el poder.  
Sobre el que reposa a folio 89, es preciso tener en cuenta que el poder fue otorgado por el señor Efraín de la Pava, persona que según el certificado de tradición que obra a folio 202 a 204 tiene la representación legal de la sociedad “DE LA PAVA Y CIA SAS”  que aparece como propietaria del local E-005, por lo que lo alegado por la parte demandante de la falta de representación en el mandato otorgado, en realidad, se cae por sí solo. 

En cuanto a los que se otorgaron para los locales el local E-215 y COM B, lo fueron por las personas que en su momento ejercían como propietarias de los inmuebles. En efecto: en el primero, si se mira el certificado de tradición No. 290-57278 en las anotaciones 15 y 17 (fls. 95 y 96, c. 1, tomo I) aparece que el señor José Luis Díaz enajenó el bien el 5 de marzo de 2013, por lo que para el momento de la convocatoria (15 días de antelación a la fecha de la asamblea general que se llevó a cabo el 13 de marzo de 2013) tenía la propiedad, sin que reportaran ningún cambio ante la Administración de la propiedad horizontal, como lo manda el parágrafo del artículo 39 de la Ley 675 de 2001, ya citado. Y en el segundo se presenta igual situación fáctica, pues la permuta de que fue objeto el local se produjo el mismo día de la asamblea (13 de marzo de 2013) con registro de escritura el 19 siguiente (fl. 109 vto. c. 1, tomo I), por lo que, contrario a lo que se dice en la demanda, el poder que en su momento se otorgó lo hizo correctamente su propietario, señor Miguel A. Castaño (fl. 105. Ib.)
Respecto del mandato que tiene que ver con el local E-004 que se alega no fue otorgado por su representante legal, en este caso la liquidadora de Vidriera de Caldas, un breve vistazo al certificado de la cámara de comercio que obra a folios 101 a 104 del cuaderno principal tomo I, deja en evidencia que la liquidadora es la señora Martha Cecilia Salazar Jiménez, persona que estaba perfectamente facultada para otorgarlo (fl. 97. C. 1, tomo I) para que la representaran en la asamblea general del año 2013.
Referente al local G-001, el poder fue dado por la señora Martha C. Salazar, quien aparece en el certificado de tradición de folio 111 a 114 del cuaderno principal tomo I, como una de las propietarias, por lo que no se ve como este afectado el mandato (fl. 110, ib.), si ella estaba facultada para darlo, precisamente por ser dueña en un porcentaje y en ese porcentaje es que la representa su mandataria en la asamblea. 
En lo que concierne al local PP 204, del que se alega que la poderdante no es la propietaria, lo que es cierto, se pasa por alto que, como obra a folios 5 a 12 del cuaderno No. 3, la señora Oliva Londoño de Botero es la actual curadora de los bienes del señor José Fernando Botero Londoño, por lo que se encontraba perfectamente facultada para otorgar poder en este caso. 

En el caso de los locales PL 18 y PL 19, su representación en la asamblea fue otorgada por la persona encargada de los mismos, pues según documentos que obran a folios 213 a 217 del cuaderno principal tomo I, el verdadero dueño falleció, y no se ha realizado sucesión alguna, de eso no existe constancia, por lo que los herederos dieron facultades a la poderdante para que manejara los inmuebles y en este caso otorgó poder al señor German Salazar S. (ver folio 13, c. 2).

Finalmente, en relación con los bienes distinguidos como SAB-01-02, el poder está suscrito por la representante legal de la Asociación de Cooperativas de Risaralda “ASOCORIS”, entidad que los adquirió por venta que le hizo INVERCRÉDITO SERVICIO FINANCIERO SA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO COMERCIAL, tal como obra en la escritura pública No. 2018 del 6 de junio de 1996 (folio 222 a 225, c. 1, tomo I), que en el certificado No. 290-56962 exista un error en la anotación 9 (fl. 127 vto., c. 1, Tomo I) es cosa distinta que no afecta el mandato entregado al señor Mario Hernán Robledo A. (fl. 125, ib.)

7.
Así las cosas, en vista de que la asamblea general de propietarios del año 2013 de Centro Comercial “Fiducentro”, fue convocada conforme a las pautas legales y reglamentarias de la propiedad horizontal, y los poderes allegados para representar a algunos propietarios fueron debidamente suscritos por las personas encargadas para ello sin ninguna irregularidad en su contenido, se declarará probada la excepción de “inexistencia de la causal invocada para incoar la acción de “nulidad de asamblea”, y, como consecuencia, se revocará la sentencia para, en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.  
Las costas en ambas instancias serán a favor de la parte demandada y a cargo del demandante. Ambas se liquidarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 366 del Código General del Proceso, en atención a que el tránsito de legislación tiene que darse desde la notificación misma del presente fallo. 
DECISIÓN 

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA el fallo proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta localidad el 3 de diciembre de 2014, en este proceso abreviado (de impugnación de actas de asamblea) iniciado por José Derian Romero Piedrahíta frenta al Centro Comercial y Cultural de Pereira - Fiducentro PH.
  



En su lugar: 
1. Se DECLARA probada la excepción de “inexistencia de la causal invocada para incoar la acción de “nulidad de asamblea””, propuesta por la parte demandada. 
2.
En consecuencia, se NIEGAN  las pretensiones de la demanda. 
     
3.   Costas en ambas instancias a favor de la parte demandada y a cargo de la parte demandante, las cuales se liquidarán tal como se indicó en la parte motiva de este fallo. 
     
Notifíquese, 





Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA
   Con salvamento parcial de voto    
� VELÁSQUEZ JARAMILLO. Luis Guillermo. La Propiedad Horizontal en Colombia. Tercera Edición. Editorial LEYER. Bogotá. 2005. Pág. 308 - 309
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